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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora DANIELA ARANZAZU PULGARÍN, frente el fallo proferido por el señor Juez Tercero Penal de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por ella contra Positiva Compañía de Seguros y la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante UGPP- 
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en virtud del fallecimiento de su padre, WILMAR ARANZUZU ZAPARA, a la ciudadana DANIELA ARANZAZU PULGARÍN le fue reconocida pensión de sobreviviente por parte del Instituto del Instituto del Seguro Social mediante resolución N° 000237 de 1998; (ii) la citada prestación fue repartida en un 50% para su madre, MARÍA PULGARÍN DE ARANZAZU, 25% para su hermano CARLOS ARANZAZU PULGARÍN, y 25% para ella. Posteriormente, debido a que su consanguíneo no cumplía con los requisitos legales para ser beneficiario, su derecho fue reajustado al 50% de la mesada; (iii) inicialmente el pago fue realizado por el ISS, luego por POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS -entidad que continúa cancelando a su progenitora-, y en agosto de 2015 le informaron que su pensión estaría a cargo de la UGPP, entidad que no le ha consignado su prestación no obstante que desde hace más de dos meses envió por correo una comunicación a la que anexó los respectivos certificados de estudio; y (iv) dicha mesada es el único ingreso con el que cuenta. 
Con fundamento en lo anterior, considera afectado su derecho fundamental de petición, cuyo amparo solicita, y en consecuencia, se ordene a la accionada que dentro de las 48 horas siguientes efectúe el pago de las mesadas pensionales de los meses de agosto, septiembre y octubre de 2015, inclusive.  
3.- TRÁMITE Y FALLO 

Una vez admitida la tutela se corrió traslado de la misma a POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS y la UGPP, entidades que se pronunciaron en los siguientes términos: 
- La apoderada de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS indicó que la petición de tutela es improcedente frente a esa entidad, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 80 de la Ley 1753/15 y el 1° del Decreto 1437/15, a partir de julio 01 de 2015 la pensión de la accionante es administrada por la UGPP, y pagada a través del Fondo de Pensiones Públicas-FOPEP, por lo que esa aseguradora no tiene competencia para realizar ningún cambio a las mesadas, y por ello es la UGPP la legitimada para resolver sobre la prestación económica reclamada.
La accionante no desconoce esa información, toda vez que en los anexos de la tutela aporta la resolución mediante la cual se le informa al público el traslado de los expedientes de pensionados a la UGPP.
Asegura que en el sistema operativo de esa entidad no aparece registrado que la accionante haya elevado derecho de petición ante esa aseguradora tendiente a que se resuelva la pretensión que constituye el objeto de la tutela.

Acorde con lo anterior, no existe por parte de POSITIVA ninguna actuación que vulnere los derechos fundamentales de la actora, ya que su proceder ha estado ajustado la normativa aplicable; por tanto, el amparo deprecado debe negarse frente a esa compañía.
- El Director Jurídico de la UGPP señaló que de acuerdo con lo establecido en el artículo 80 de la Ley 1753/15, las pensiones que estaban a cargo de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., cuyos derechos fueron causados originalmente en el Instituto del Seguro Social, serán administradas por la UGPP y pagadas por el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional-FOPEP, previo el traslado de la reserva actuarial correspondiente.
Informó que con radicado UGPP 2015-7222267552 de agosto 11 de 2015, la señora DANIELA ARANZAZU PULGARÍN allegó a esa entidad solicitud de actualización de datos, a la que anexó certificación de escolaridad para el período correspondiente al segundo semestre de 2015.

Una vez realizado el análisis de la documentación allegada, se encontró que la misma no reúne los requisitos exigidos para tal fin en la Ley 1574 de 2012, pues pese a que el certificado de escolaridad fue aportado en original y especifica la intensidad horaria, no se tiene claridad del período a acreditar, por lo que mediante comunicación 20154100192671 de 21 de septiembre de 2015, fue requerida para que aporte una nueva constancia en la que se puntualice la fecha de inicio y terminación de clases.

La pensión de sobreviviente tiene por objeto impedir que ocurrida la muerte de una persona, los miembros del grupo familiar que dependían económicamente de él se vean obligados a soportar individualmente la carga material de su fallecimiento, mediante una prestación económica que suple la ausencia repentina de ese apoyo financiero, de la cual puede ser beneficiarios los hijos del causante, conforme lo señalado en el artículo 47 de la Ley 100/93 modificado por el 13 de la Ley 797/03, esto es, entre los 18 y los 25 años, que presenten  invalidez o se encuentren estudiando.

La actora al ser beneficiaria de la pensión de sobreviviente en su calidad de hija del causante y por encontrarse estudiando, debe acreditar esa condición en cada período de acuerdo con los requisitos establecidos en la Ley 1574/12, y dentro de los tiempos correspondientes para evitar la suspensión de las mesadas.

Por lo anterior, solicita se conmine a la tutelante a que cumpla con la carga probatoria exigida, y aporte la aludida certificación. Así mismo, se determine que esa entidad no ha vulnerado sus derechos fundamentales.
3.2.- El juez de primera instancia negó el amparo impetrado, toda vez que consideró que el mecanismo tutelar es improcedente para dirimir las pretensiones de la accionante, máxime que no se acreditó la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como tampoco la necesariedad, urgencia, gravedad, e  impostergabilidad para utilizar el mecanismo constitucional de manera transitoria. 

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la accionante presentó escrito en el que indicó que impugna la decisión proferida en primera instancia; no obstante, no consignó ningún argumento para soportar su inconformidad.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Le corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto del fallo opugnado, en cuanto negó el amparo invocado por considerar que en el caso concreto el mecanismo constitucional resulta improcedente, 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela es el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir, o de existir éste se trate de evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

De igual forma, también la acción resulta procedente cuando pese a la existencia de un mecanismo ordinario para debatir el asunto, éste no resulta idóneo en atención a las circunstancias particulares del caso.
De acuerdo con lo narrado la demanda de tutela, la señora DANIELA ARANZAZU PULGARÍN acudió ante el juez constitucional para que se termine con una situación que a su modo de ver afecta su derecho fundamental de petición, consistente en que la UGPP, entidad a la que desde hace poco se encuentra a cargo de la pensión de sobreviviente de la que es beneficiaria, no le ha cancelado las mesadas pensionales del mes de agosto de 2015 en adelante, pese a que desde agosto 10 de 2015 allegó a esa entidad escrito al que adjuntó el correspondiente certificado de estudio, y respecto del cual no se ha emitido respuesta alguna.
El juez de primer nivel consideró que en el evento sometido a estudio la acción de amparo no puede ser el mecanismo adecuado para ventilar la pretensión invocada por la actora, toda vez que no se acreditó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable, como tampoco la premura para que este mecanismo sea utilizado en forma transitoria. 

En contraposición a lo concluido por el a quo, para la Sala el mecanismo impetrado no solo resulta procedente, sino que además es necesaria la intervención del juez constitucional en aras de hacer cesar los efectos de la vulneración del derecho fundamental afectado con la actuación arbitraria de una de las entidades accionadas, máxime que no se cuenta con ningún otro medio de defensa idóneo para la protección del mismo.
Al respecto, es pertinente decir que el derecho de petición de la accionante se encuentra visiblemente afectado por la actuación de la UGPP, ya que esa entidad no brindó dentro del término legal
 respuesta de fondo respecto del requerimiento elevado por la accionante en agosto 10 de 2015.

Ahora, si bien el Director Jurídico de la UGPP al descorrer el traslado aseguró que sí se había contestado la solicitud de la actora, y adjuntó copia de un oficio dirigido a ella, al parecer esa comunicación no se ha notificado a la señora ARANZAZU PULGARÍN, o por lo menos ello no fue acreditado con el correspondiente recibido o constancia de entrega, y debe recordarse que la información que se le da al juez de tutela no puede tenerse como válida para que cese la vulneración de esa garantía fundamental.

Aunado a lo anterior, de acuerdo con el contenido de esa respuesta y según lo argumentado por la UGPP ante esa Sala, la certificación de escolaridad aportada por la tutelante no reúne los requisitos consagrados en la Ley 1574/12, en cuanto se asegura que si bien se allegó en original y señala la intensidad horaria, no se consignó en la misma el período académico a acreditar, es decir, la fecha de comienzo y terminación de clases; sin embargo, revisado el contenido de la ley en referencia no se observa que el artículo 2º por medio del cual se regula la forma en que se debe acreditar la condición de estudiante para los beneficiarios de la pensión de sobreviviente consagre esa exigencia. El aparte pertinente reza:

“[…]Certificación expedida por el establecimiento de educación formal de preescolar, básica, media o superior, autorizado por el Ministerio de Educación Nacional para el caso de las instituciones de educación superior y por las Secretarías de Educación de las entidades territoriales certificadas para el caso de los establecimientos de educación preescolar, básica y media, donde se cursen los respectivos estudios, en la cual conste que el estudiante cumplió con la dedicación a las actividades académicas curriculares con una intensidad académica no inferior a veinte (20) horas semanales.
[…]

Estas certificaciones de asistencia se deberán acreditar a la entidad correspondiente semestralmente […]
En esas condiciones, se revocará la determinación adoptada por la primera instancia, se tutelará el derecho de petición del que es titular la señora DANIELA ARANZAZU PULGARÍN, y se ordenará a la UGPP que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, emita la correspondiente respuesta de fondo respecto del requerimiento efectuado por la señora ARANZAZU PULGARÍN ante esa entidad, en la que indique de manera puntual cuál es el fundamento legal que se posee para no aceptar la certificación de escolaridad presentada por ella, la cual deberá comunicársele directamente a la interesada oportunamente.

De acuerdo con lo anterior, se desvinculará del presente trámite a POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., por cuanto esa entidad no tiene relación ni injerencia en el asunto objeto de tutela, puesto que de conformidad con lo establecido en el artículo 80 de la Ley 1753/15 y el 1° del Decreto 1437/15 ya no tiene a su cargo la pensión de sobreviviente de la que es beneficiaria la accionante.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la decisión adoptada por el juez de primer nivel, y en consecuencia, SE TUTELA el derecho fundamental de petición, del que es titular la ciudadana DANIELA ARANZAZU PULGARÍN. 
SEGUNDO: SE ORDENA a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión, emita la correspondiente respuesta de fondo respecto del requerimiento efectuado por la señora ARANZAZU PULGARÍN ante esa entidad, en la que indique de manera puntual cuál es el fundamento legal que tiene esa aseguradora para no aceptar la certificación de escolaridad presentada por ella, la cual deberá comunicársele a la interesada oportunamente.

TERCERO: SE DESVINCULA del presente trámite a POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A.
CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� 15 días siguientes a su recepción, según lo establecido en el artículo 14 de la Ley 1755/15.
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